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SEÑORA PRESIDENTA (Montaner).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas tiene el agrado de recibir a una delegación del 
CODICEN integrada por el licenciado Javier Bonilla, Presidente, el doctor Roberto Scarci, Vicepresidente, el 
maestro Sirio Nadruz, Consejero, el licenciado Daniel Corbo, Consejero, el doctor Robert Silva, Secretario 
General, el doctor Rodolfo Rodríguez, Gerente General, la contadora Laura Cayón, Gerente de Inversiones y 
el contador Guillermo Rodríguez, Gerente Financiero, a fin de informarnos sobre la recaudación obtenida por 
la venta de la playa de contenedores del puerto de Montevideo. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- No quiero tener la paternidad de esta convocatoria, pero me 
interesaría hacer algunas breves consideraciones y dejar planteadas preguntas a los integrantes del 
CODICEN que podrán responder si poseen la documentación que nosotros aspiramos obtener. 


SEÑOR BONILLA.- Es la primera vez que estamos en esta Comisión y nos disculpamos porque no 
conocemos la mecánica. Sí hemos estado en la Comisión de Educación y Cultura con el señor Diputado 
Arregui. Nosotros habíamos pensado hacer una exposición inicial que contiene muchísima 
información, pero es la Comisión la que en definitiva decidirá qué mecanismo se aplicará. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- La Comisión de Educación y Cultura tendrá sus formas de 
trabajar. Yo no quisiera ser antipático, pero me interesaría decir cuál fue el motivo de la convocatoria. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- No me opongo a que el señor Diputado Castromán hagas sus preguntas. 
La costumbre de esta Comisión y de todas en las que he participado es escuchar primero a los 
invitados. Imagino que en la citación que se le hizo al CODICEN figura el motivo de esta invitación. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Las dos cosas son importantes. Sería bueno que el señor Diputado 
Castromán nos pudiera ofrecer el marco del planteo que tiene y luego comenzar con las preguntas. Me 
parece que sería más productivo tener un escenario claro, más puntual, a través de las preguntas que 
va a hacer el señor Diputado Castromán. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Damos la bienvenida a la delegación del CODICEN. 


En la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas planteamos la comparecencia del 
CODICEN porque fue establecido que lo recaudado a partir de la venta de la playa de contenedores del 
Puerto de Montevideo fuera volcado integramente para la enseñanza de este país, para obras; tenemos aquí 
las planillas. Han estado presentes aquí trabajadores de la Asociación Nacional de Arquitectura haciendo una 
serie de planteos que consideramos de recibo, preocupados -al igual que nosotros- al ver que no se ha 
cumplido con lo establecido en los convenios primarios en cuanto al cronograma de las obras en cuestión; 
ustedes podrán decir si esto es así o no. Todos sabemos que el año pasado ocurrieron situaciones en nuestro 
país que quizá no permitieron el uso de los dineros, tal como se había acordado en un principio. 


Por otro lado, también hay otros temas preocupantes -quizá no dentro del marco de los dineros de la playa de 
contenedores-, motivo de denuncias en varios departamentos, como es el de los vehículos que trasladan 
alumnos, muchos de los cuales lamentablemente van a perder el año por situaciones que quizá nos puedan 
explicar por fuera de la convocatoria oficial. 


También está el tema de las partidas de dinero para los comedores con respecto a las cuales, en tanto son 
representantes de la sociedad en un ámbito tan importante como la enseñanza, sería bueno que pudieran dejar 
establecido en la versión taquigráfica elementos que nos permitan trasladar a los vecinos, a quienes 
representamos, cuáles son los problemas que hay para no hacerse de esas partidas y permitir cumplir con el 
servicio con la regularidad con que se hacía, para atender la alimentación de niñas y niños en edad escolar. 


Quiero decir que las Cámaras de Diputados y de Senadores y la propia Presidencia de la República promulgó 
una ley por la cual los organismos públicos y las empresas tienen determinado tiempo para contestar los 
pedidos de informes. Digo esto porque hace bastante tiempo hice uno referido a qué se había hecho con los 
dineros obtenidos por la venta de la playa de contenedores del puerto de Montevideo; inclusive, manejé 
fechas y cifras y quisiera que en caso de tener la respuesta me la dieran. 


Quizás ustedes leyeron en la versión taquigráfica que los obreros han denunciado que se ha cumplido muy 
poco y fuera de fecha con el uso de esos dineros. Si no me equivoco hay tres modalidades: una que tiene que 
ver con las comisiones de fomento, la inspección departamental, que son reparaciones y pequeñas obras; otra 
que son llamados a licitación a empresas constructoras para otro tipo de emprendimientos de mayor 
envergadura y que implican mayor monto de dinero, y por último, un acuerdo con la Dirección Nacional de 
Arquitectura para que cumpla con el resto de construcción, ampliación, etcétera, que es un 52%. 
Específicamente, ese es el tema que queremos plantearle además de los comentarios respecto a otros que 
también nos preocupan. 


Tengo ocho preguntas que quiero leer para que queden registradas en la versión taquigráfica. Primero: 
¿cuántas obras se han ejecutado y por qué montos? Obviamente con los dineros de la playa de contenedores. 
Segundo: ¿bajo qué modalidad, contratación directa, llamado a licitación pública o a través de la Dirección 
Nacional de Arquitectura? Tercero: ¿en qué departamentos y qué cantidad en cada uno de ellos? Cuarto: 
¿cuál es el monto de intereses generados por los US$ 17:100.000 que fueron entregados al CODICEN de la 
ANEP, después de haber subastado la playa de contenedores? Quinto: ¿se tiene algún cronograma de 
actividades para el cumplimiento de lo acordado con los dineros antes indicados -construcciones, refacciones, 
etcétera- y en qué fecha se comenzaría con él? Sexto: si el Ministerio de Economía y Finanzas conjuntamente 
con el de Transporte y Obras Públicas y con el CODICEN, acordó el 26 de diciembre de 2002 entregarle 


partidas mensuales de $ 12:000.000 y si eso se ha cumplido hasta el 31 de octubre de este año o ha habido 
algún retraso en la entrega de los dineros. Séptimo: ¿por qué, si el CODICEN tiene recursos, no los ha 
volcado en la forma más rápida posible para cumplir con los cronogramas que marca cada una de las planillas 
de los departamentos en cuestión? Octavo: quisiera saber si hubo algún cambio en el cronograma de obras en 
alguno de los departamentos que tenía asignadas determinadas ampliaciones, refacciones o nuevas 
construcciones, es decir, si se cambió el destino por considerarse que alguna escuela podía tener necesidades 
perentorias 


Este es un reclamo a voces. 


Ayer la señora Diputada Tourné hizo un planteo en la media hora previa de la sesión de la Cámara de 
Representantes denunciando que sólo se han destinado US$ 2:800.000 para el reciclaje de algunas escuelas; 
seguramente, tendrá los elementos correspondientes. Se preguntaba dónde está el resto del dinero y cuándo 
van a comenzar las obras detalladas. 


Todas estas son interrogantes que justifican esta comparecencia que, como no podía ser de otra manera, va 
por el lado positivo de buscar la optimización de los recursos. Creo que no es poca cosa que en la Dirección 
Nacional de Arquitectura que es, en definitiva, una empresa paraestatal que cuenta con determinadas 
excenciones tributarias que las empresas privadas no tienen, no se hayan utilizado los dineros -si es que los 
tienen- para empezar a dar cumplimiento a las obras en cuestión. Además, lo más importante de esto es que 
hay una plantilla de ochocientos funcionarios del Ministerio de Transporte y Obras Públicas que revistan 
como contratados en la Dirección Nacional de Arquitectura, de los cuales casi la mitad está, 
lamentablemente, en una situación de excedencia en su casa, cobrando un 75% de su salario real cuando de 
haberse iniciado las construcciones aquí detalladas, estarían generando todo su sueldo y quizás algún otro 
beneficio. 


Para terminar, quiero referirme a algo que no entendí. Ustedes me contestan con fecha 22 de setiembre de 
2003 con una nota que dice lo siguiente: "De acuerdo con lo dispuesto por el Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública, en sesión del día de la fecha (Acta Ext. No. 31), tenemos el 
agrado de dirigirnos a usted, en relación a su Nota de fecha 2 de setiembre de 2003, a través de la cual 
solicita información sobre un pedido de informes de 25 de junio del corriente, relativo al cronograma de 
realización de obras financiadas con los fondos de la subasta de la playa de contenedores del Puerto de 
Montevideo.- Cabe indicar que el mismo fue recibido en el Consejo Directivo Central el pasado 29 de agosto 
y en el día de la fecha pasó a informe de la Gerencia General Económico Financiera, por lo que el retraso no 
es imputable a esta Administración". Esto no me quedó claro y me gustaría que en esta conversación que 
vamos a tener me lo aclararan. 


SEÑOR BONILLA.- Quiero agradecer esta invitación de la Comisión. Es la primera vez que estamos 
aquí y ello nos permitirá realizar consideraciones que nos parecen de importancia en una operación 
tan trascendente como es la de la playa de contenedores. 


Diría que el motivo de esta comparecencia es la existencia de una suerte de preocupación por la recaudación 
y por el desarrollo de las obras vinculadas a esta fuente peculiar de financiamiento que fue la venta de las 
acciones de la playa de contenedores 


Antes de entrar propiamente en el tema, me gustaría hacer algunos comentarios preliminares sobre la versión 
taquigráfica de la sesión que ustedes llevaron adelante el día 2 de julio de 2003 cuando concurrieron dos 
representantes de la Asociación de Obreros de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Parece evidente que algunas de las cosas que se afirmaron ese día generaron preguntas y dudas que, 
naturalmente, de manera directa o indirecta, están detrás de la convocatoria que hoy nos trae aquí. Hay varios 
puntos previos que quisiera considerar. 


En primer lugar, los representantes de la Asociación de Obreros de la Dirección de Arquitectura del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas manifestaron que la opción del CODICEN constituyó una mala 
acción en la medida en que depositaron los dineros producidos por la enajenación de las acciones de la playa 
de contenedores a plazo fijo en el Banco Hipotecario del Uruguay. Creo que resulta evidente que la decisión 
del CODICEN se basa en el mero cumplimiento de una obligación legal. En virtud del artículo 4” del 
TOCAF, no tenemos más remedio que depositar todo fondo de este tipo en manos de un banco del Estado. La 


decisión del CODICEN no solo se debe a que es necesario cumplir la ley sino además porque, cualquiera 
hubiese sido el destino de ese dinero dentro del Estado, cualquier ejecutor público hubiera hecho exactamente 
lo mismo. Podía elegir entre el Banco República y el BHU, pero no había dentro de la ley otra opción. 


Otro aspecto que no se menciona en forma explícita pero que está implícito en la versión taquigráfica es que 
nosotros hicimos una opción al escalonar el dinero a plazo fijo. Obviamente, ese escalonamiento obedeció a 
una previsión de gastos pues hay que tener en cuenta la dimensión de la operación. Se trata de la elaboración 
de más de 420 proyectos, que en un porcentaje altísimo -casi el 80%-, tiene que pasar por el Tribunal de 
cuentas, de 420 obras a realizar y de una operación que insumiría, como mínimo, dos años. Entonces, el 
escalonamiento para la utilización de ese dinero y su planificación nos pareció y nos sigue pareciendo una 
medida de buen orden y de buena gestión inevitable. ¿Qué otra cosa cabía hacer que escalonar el gasto 
durante por lo menos dos años? ¿Cómo tener el dinero a la vista? ¿En la caja fuerte del CODICEN? Son 
hipótesis que no se sostienen. Cualquier otro organismo hubiera procedido de una manera muy parecida. 


En segundo lugar, quiero mencionar algo con respecto al manejo de los tiempos que hicieron los 
comparecientes a la sesión del 2 de julio. Nosotros queremos recordar que el punto de partida de esta 
operación en términos concretos, no es el momento en que se subastan las acciones de la playa de 
contenedores. En realidad, es en diciembre del año 2001 cuando se nos transfiere el dinero y lo depositamos 
en el Banco Hipotecario. Ese sería el punto de partida, pero como eso va acompañado de un convenio que se 
firma y que se envía al Poder Ejecutivo y luego al Tribunal de Cuentas, siendo además meses veraniegos, 
transcurren al menos dos meses y medio. Por lo tanto, a pesar de que veníamos trabajando en la preparación 
de proyectos, la ejecución financiera se inicia en el mes de marzo de 2002. 


El hecho de que a menos de seis meses de esa fecha, en julio de 2002, el país sufriera un grave traspié 
financiero y se tomase la decisión de reprogramar los depósitos, sin que estuviéramos informados de que se 
instalaría un corralito -digo esto porque una de las personas que estuvo aquí afirma que sí lo sabíamos-, eran 
acontecimientos radicalmente imprevisibles. De todas maneras, hubiese impactado en la disponibilidad de 
estos fondos, más allá de quién los administrara, porque siempre habrían estado en el ámbito de un banco 
público. Esto fue una eventualidad imprevisible que le habría sucedido a cualquiera, independientemente de 
nuestra decisión inicial. Es decir que tenemos escasos cuatro o cinco meses de discusión entre marzo de 2002 
y el problema de julio y se congelan los fondos. Esto no significa que no se trabajara en proyectos o que no 
se continuaran las obras iniciadas pero, obviamente, el flujo de dinero se empieza a detener en determinado 
momento. Luego, transcurren seis meses, de julio a diciembre de 2002, durante los que no tenemos acceso 
sustantivo a fondos; por lo tanto, nuevamente, descontaría de los plazos esos meses, porque si bien algunas 
tareas se realizaron, no pudimos seguir con el ritmo previsto. Por lo tanto, recién a partir del 26 de diciembre 
de 2002 -creo que es la fecha que el señor Diputado mencionaba- se hace un segundo acuerdo tripartito entre 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el Ministerio de Economía y Finanzas y el CODICEN, que 
desbloquea los fondos y transforma la posesión jurídica de certificados de depósitos reprogramados en un 
flujo financiero de $ 12:000.000 mensuales. Nuevamente, ese acuerdo de diciembre va al Poder Ejecutivo y 
al Tribunal de Cuentas; por lo tanto, empieza a ser operativo a partir del mes de marzo. 


A la fecha de hoy han transcurrido en condiciones de normalidad catorce meses efectivos desde el momento 
en que arrancó la operación. En el momento en que los representantes de la Asociación de Obreros de la 
Dirección Nacional de Arquitectura concurrieron a esta Comisión habían transcurrido diez meses efectivos de 
funcionamiento regular del financiamiento de esta operación. Con esto quería fijar el "timing". 


Hoy tenemos catorce meses de ejecución regular porque hemos tenido las demoras provocadas por la lentitud 
que suele tener nuestro Estado más seis meses que, en nuestra opinión, eran inevitables para cualquier 
ejecutor. 


En tercer lugar, los comparecientes a esta Comisión hicieron apreciaciones diversas sobre los convenios que 
se firman con las Comisiones de Fomento del interior del país. Diría que parecen mal informados. Luego 
entraremos en detalles numéricos, pero queremos ser muy precisos en este punto porque nos pareció que se 
habló de esto no sé si con cierto desprecio o como si esos convenios no importaran. Esos 220 convenios van 
a ser más porque la diferencia que hay entre la evolución del tipo de cambio y los precios de la construcción 
nos va a permitir hacer más obras 


Muy globalmente, de los 229 convenios previstos para firmarse en el interior del país, hoy están firmados 
153 y no me parece que sean mínimos porque eso hace a la cobertura, a la protección y al mejoramiento de 


un número muy significativo de escuelas y a lo que yo he llamado en muchas oportunidades un bosquejo de 
una política de mantenimiento edilicio que en nuestro Estado no es muy común, pero que en la educación 
debería ser una de las políticas futuras a manejar. 


SEÑOR NADRUZ.- Quiero aclarar que cada vez que el Presidente refiere a escuelas, debe entenderse 
que alude a escuelas, liceos, escuelas técnicas e institutos de formación docente. 


SEÑOR BONILLA.- Gracias por la precisión. 


En cuarto término, aunque no está expresamente dicho en la versión taquigráfica de la sesión a la que nos 
referimos, la connotación de algunas afirmaciones hechas en esa oportunidad, agregadas a múltiples 
declaraciones públicas realizadas en varias ocasiones por esta asociación, dejan la sensación de que no se 
sabe dónde está el dinero en cuestión. Nos parece que esa es una postura poco feliz porque no solamente 
siempre estuvo el dinero y está donde tenía que estar, sino que la información sobre esos fondos siempre 
estuvo disponible en tres fuentes: el Ministerio de Economía y Finanzas, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y el CODICEN. Esa documentación es manejada por estos tres organismos contando además, 
obviamente, con la supervisión del Tribunal de Cuentas. Por lo tanto, ante eventuales dudas, solo cabía 
recabar la información y no preguntarse si el dinero había sufrido algún destino distinto, lo que es 
radicalmente imposible sin proceder a una violación mayor de las reglamentaciones que regularon esta 
operación. 


Finalizando con los temas previos quiero referir en quinto lugar a un tema que me preocupa porque se trata 
de una afirmación que no es hecha ya por la representación obrera sino por el señor Diputado Domínguez. 
Observamos que en la versión taquigráfica el Diputado manifiesta preocupación por lo que sucede en el 
Liceo N* 4 de Paysandú y se refiere a una reunión que mantuvieron un conjunto de Diputados del 
departamento, entre los que él se encontraba, en el mes de mayo o junio; no recuerdo exactamente. Quiero 
informar al señor legislador que tal como lo manifesté en ese momento y en la entrevista que mantuvimos, 
desde entonces a la fecha, hemos acordado el presupuesto para la reparación del Liceo N* 4 de Paysandú con 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, hemos redactado el convenio interinstitucional -como ya lo 
adelanté-, lo hemos firmado con el señor Ministro, fue remitido al Tribunal de Cuentas, este lo estudió, creo 
que lo trató y creo que ya fue aprobado la semana pasada. Por lo tanto las obras deberían comenzar en un 
plazo perentorio; este es el recorrido del trámite, tal como lo había anunciado al señor legislador. Considero 
que en grandes líneas se cumplió. 


En cuanto al tema de fondo culmino diciendo que el CODICEN comparte y entiende la preocupación de este 
grupo de trabajadores del sector de la construcción, pero queremos dejar sentado que aun sin hablar del 
dinero proveniente de la venta de la playa de contenedores, desde el 2000 a la fecha el CODICEN ha 
reconstruido y terminado 273 obras en todo el país y tiene 200 obras más en proceso de licitación y de 
adjudicación. Aclaro que estas cifras son aproximadas porque como no tienen que ver estrictamente con el 
tema de hoy las relevé rápidamente. Por lo tanto, a pesar de la crisis por la que atravesó el país y de las 
estrecheces presupuestales que todos conocemos, el CODICEN es un organismo que de alguna manera 
apoya, dinamiza y fortalece lo que tiene que ver con la construcción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Usted nos dice que hasta la fecha el CODICEN culminó 273 obras, pero ¿a 
qué período se refiere? 


SEÑOR BONILLA.- Desde el 2000 a la fecha el CODICEN ha puesto en construcción 273 obras de las 
cuales unas están terminadas totalmente y otras están en vías de culminación; además hay 211 que 
están en el proceso previo a su iniciación. Por eso separamos gruesamente y decimos que unas están en 
proceso de licitación y otras de adjudicación. 


Con estos datos quiero señalar que somos un organismo bastante dinamizador de la actividad de la 
construcción de este país, porque estas no son pocas obras. Reitero que no estamos hablando de las que 
tienen que ver con el dinero relativo a la venta de la playa de contenedores, sino de que en el período 
andaremos en el entorno de las quinientas obras, aunque algunas podrán pasar para el período siguiente. No 
me parece que esto sea poca cosa a pesar de que comprendemos la preocupación específica de estos 
trabajadores que están en una situación muy particular. 


Como el tema es complejo voy a proponerme dar una radiografía del estado de la cuestión en lo que hace a la 
recaudación por la venta de la playa de contenedores, y ahora sí entramos en el tema de hoy. 


Como ustedes saben, hay tres vías de ejecución de estos dineros: convenios con comisiones de fomento, 
convenios específicos por contratos de obra con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y convenios por 
licitación, que implicarían un grupo menor de obras. Entonces, obras terminadas hay 99, de las cuales 50 
están terminadas por convenio con las comisiones de fomento y 49 por administración directa con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. En ejecución tenemos 45 por convenio y 35 por administración 
directa, lo que suma 80 obras. En proceso de licitación o aprobación de presupuesto hay 41 obras por 
convenio con comisión de fomento, 36 obras por administración Directa con el MTOP y 4 por contratos - 
licitación-, lo que suma 81; aclaro que si están en licitación y aprobación quiere decir que ya se produjeron 
los recaudos correspondientes y se cuenta con los elementos técnicos. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Más allá de lo que está detallando el licenciado Bonilla nos 
gustaría tener una copia de esa información. 


SEÑOR BONILLA.- Bien. 


Retomando la enumeración de las obras puedo decir que pendientes de presupuestación o para la firma de los 
convenios -porque allí ya comienzan a notarse diferencias en los trámites que siguen las tres vías distintas-, 
hay 16 obras por administración directa que están pendientes de presupuestación, 9 convenios prontos para la 
firma pero que no se han firmado y 5 que están en presupuestación para licitación, lo que suma 26. Es decir 
que hemos intervenido, en diferentes niveles, en 286 obras de las 439 totales, en el plazo señalado 
anteriormente, lo que significa el 65% del proyecto en su conjunto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Siempre estamos hablando desde el 2000? 


SEÑOR BONILLA.- No; siempre hablando de las fechas que mencioné, es decir a partir del momento 
en que efectivamente empezó esto, en marzo de 2001. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que quiero que quede claramente establecido en la versión taquigráfica 
es lo que tiene que ver con las obras que se hicieron desde el 2000, y las que se instrumentaron a partir 
de la fecha en que se contó con el manejo del dinero proveniente de la playa de contenedores. 


SEÑOR BONILLA.- Puedo intentar aclararlo. En marzo de 2002 es cuando la operación playa de 
contenedores empieza a operar obras, con una interrupción de seis meses forzada. Entonces, cuando 
sumo los meses, me da aproximadamente catorce meses de ejecución regular de obras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pero las obras comienzan en el 2000 por otros conceptos. 


SEÑOR BONILLA.- No; estas son otras obras que traje a colación y que tienen que ver con 
inversiones por Rentas Generales, programas internacionales. 


Las otras obras empiezan con nuestra gestión, porque tienen que ver con la gestión normal. Lo concerniente a 
la venta de las acciones de la playa de contenedores surge en el medio de nuestra gestión y lo que se deriva 
de ello tiene un punto de arranque posterior. Para que quedara claro con respecto a lo que se señalaba en la 
sesión anterior nos pareció importante señalar que hubo tiempos reales que implicaron arrancar en el 2002, 
disponer de cuatro meses para poner la máquina en marcha -luego de los cuales la situación se complicó 
financieramente- y seis meses de detención, luego de los cuales se vuelve a arrancar en febrero o marzo de 
este año. Este no fue un cronograma totalmente decidido sino que algunas cosas fueron decididas y otras 
impuestas por los tiempos que se nos fueron dando. 


Nos referiremos a las obras por modalidades de ejecución, ya que en la medida en que el interés de la 
Comisión está centrado en una de las modalidades tenemos que desglosarlas. 


En lo que hace a obras por administración directa con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas el total 
previsto es de 183, de las cuales hoy tenemos 49 terminadas, 35 en ejecución y 14 aprobadas pero aún no 
iniciadas. Digamos entonces que el 52% de las obras correspondientes a ejecución por el convenio con el 
MTOP -es decir, más de la mitad- está en ejecución. En cuanto a valores podemos decir que el 36% del valor 
total de las obras del Ministerio también está en ejecución. Por otra parte, hay 16 proyectos que están 
entregados por el MTOP para presupuestar -que están en su ámbito-, por un valor de US$ 1:700.000 más, de 
los cuales es posible que alguna parte ya haya vuelto porque en los últimos días hubo un envío del 
Ministerio; es decir que esta información está ligeramente atrasada. 


En algún momento se habló de retrasos con respecto al dinero que el CODICEN transfería y yo quiero aclarar 
que nosotros hemos transferido al MTOP un monto de US$ 2:455.000 que corresponden exactamente a las 49 
obras terminadas y a las 35 que están en ejecución, pero aún no están terminadas. Es decir que en este 
momento tenemos adelantado el dinero de la ejecución aunque las obras no están terminadas. Como en la 
última semana entró otro paquete de obras -que posiblemente es alguno de los dieciséis proyectos que 
mencionaba- estamos por hacer un nuevo giro en el que vamos recuperar todavía más adelanto con respecto a 
la ejecución que lleva el MTOP. 


Se había manifestado una preocupación en cuanto a que se hiciera un detalle por departamento, pero no tengo 
esa información aunque seguramente los contadores podrán brindarla. Sí puedo desglosarla por Consejo. De 
las 400 obras el grueso va para Primaria por un tema de peso relativo; 305 van para Primaria, 66 para 
Secundaria, 55 para Técnico Profesional y 13 para Formación Docente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Rodolfo).- La información disponible en los cuadros está desglosada por 
departamentos; habría que sumar horizontalmente la cantidad de obras por departamento, por 
Consejo y por monto. Si los señores Diputados no tienen inconvenientes, en 24 horas haríamos llegar el 
resumen de los cuadros que estamos detallando. 


SEÑOR BONILLA.- Es importante explicar el procedimiento llevado adelante desde el punto de vista 
del financiamiento de estas obras. 


Una vez acordado cuál va a ser el perfil de cada obra -es decir, los recaudos, los planos y los presupuestos- el 
CODICEN aprueba paquetes de obras y envía una transferencia de lo que el Ministerio está mandando 
mensualmente. Hemos aprobado ocho grupos de obras por un total de US$ 3:440.000, aproximadamente. 
Esto significa un total de 96 obras aprobadas; en números redondos se han transferido US$ 2:455.000. 
Obviamente, falta la transferencia de este último paquete que, como se aprobó en los últimos días, tal como 
adelantaba, está en trámite. Por eso, el monto será un poco más alto que la última cifra proporcionada, porque 
habrá unos US$ 450.000 más; o sea que estaremos en el entorno de los US$ 2:900.000 transferidos al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Por otra parte, como he adelantado, hay 153 convenios firmados con Comisiones de Fomento de las escuelas, 
por un valor de $ 37:000.000. Ya se giró el dinero a 136 convenios; hay 50 obras terminadas, 45 en ejecución 
y 41 en trámite de licitación o adjudicadas para inicio. A su vez, nos quedan 17 convenios ya firmados, pero 
pendientes de giro. 


Esto es un poco kafkiano; lo que sucede es que el trámite es el siguiente. Una vez firmado el convenio tiene 
que ir al Poder Ejecutivo para recibir el visto bueno y debe volver a nosotros. Entonces, el arquitecto 
residente debe hacer un llamado a precios -creo que hasta seis precios, tal como lo indica el TOCAF-; 
generalmente, se hacen licitaciones abreviadas que, obviamente, necesitan de la intervención del Tribunal de 
Cuentas. De manera que hay un "decalage" entre lo que se firma y el momento en que llega el dinero; hay 
dos o tres meses de amortiguación que tiene que ver con este trámite tan complicado. 


Hay 9 convenios que el Ministro y yo no hemos firmado todavía y 58 en los que se están procesando los 
recaudos, es decir, los proyectos que hay que hacer para cada caso. 


Si hacemos un desglose por departamento de lo que se ha ejecutado veremos que de los 153 convenios, 
tenemos 6 en Durazno, 2 en Salto, 7 en Río Negro, 6 en Colonia, 21 en Paysandú, 25 en Cerro Largo, 6 en 
Treinta y Tres, 6 en Soriano, 14 en Rocha, 4 en San José, uno con el MEVIR en el Liceo de El Cardal de 
Florida, 11 en Maldonado, 8 en Tacuarembó, 7 en Lavalleja, 2 en Artigas, 7 en Río Negro, 3 en Rivera y uno 


con MEVIR en Lavalleja, 1 en Salto, 9 en Colonia y 6 en San José. Los últimos cuatro están firmados, pero 
pendientes de giro; todos los anteriores lo han recibido. 


Por otra parte, tenemos 9 convenios prontos para firmar: 3 de Canelones, 3 de Salto y 3 de Flores. A su vez, 
faltan presupuestos o recaudos para un convenio en San José, uno en Canelones y 4 en Salto. Colonia tiene 
un número muy alto de proyectos; hay todavía alrededor de 40 con respecto a los cuales el arquitecto 
residente no ha podido llevar adelante. Y como se firmaron 9 más, Colonia debe tener prácticamente 15 
proyectos aprobados. Entonces, no son 42 los que quedan pendientes, sino una cifra menor. 


(Interrupción del maestro Sirio Nadruz.) 
(Diálogos) 
—— Habría que ajustar estos datos porque son de hace dos semanas. 


Me señalan que Colonia está nombrada dos veces; efectivamente, hay 9 más en Colonia. Es decir que hay 15 
convenios para Colonia. Pero, además, en los últimos 15 días se firmaron 11 convenios más en este 
departamento y 9 en San José, o al revés; no lo recuerdo bien porque yo no estuve presente. Por lo tanto, la 
cifra que figura en Colonia por firmar puede descender. De todos modos, se trata de una diferencia menor. La 
cifra significativa es que hay 153 convenios firmados y ya se le ha girado el dinero a 136. 


Con respecto a las obras por contrato ha habido algunas modificaciones, porque algunos contratos serán 
ejecutados en el futuro, posiblemente, por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Pero al día de hoy, 
tenemos unas 17 obras por US$ 4:700.000, en cifras redondas. De esas 17 obras, 4 ya están licitadas por 
US$ 2:287.000; por lo tanto, se ha licitado casi el 24% de las obras previstas y el 48% del monto asignado 
para esta modalidad. 


En cuanto a los convenios se ha ejecutado el 70% del total de convenios y el mismo porcentaje en lo que 
respecta al dinero asignado. 


En tanto, casi el 24% del total de obras han sido licitadas; eso implica el 48% del monto previsto. Nosotros 
intervinimos muy poco en esas licitaciones que son llevadas adelante por el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Nosotros simplemente proponemos el proyecto. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- El licenciado habla de un 70% ejecutado y del mismo 
porcentaje del dinero invertido. ¿A cuánto asciende la cifra? 


SEÑOR BONILLA.- El monto de las obras por convenios firmados asciende a $ 37:000.000; pero ese 
no es el total. La pregunta tiene que ver con el tema que abordaremos a continuación, cuando 
consideremos la ejecución financiera. 


Vamos a limitarnos al segundo convenio -para ser claros en la exposición- que es el "modus operandi" que 
tenemos ahora y que comienza en marzo de este año. Se ha preguntado si el Ministerio de Economía y 
Finanzas ha cumplido o no con el acuerdo. En ese sentido, debemos decir que ha cumplido estrictamente con 
el acuerdo: hemos recibido los $ 12:000.000 de manera regular; si hay un atraso es de uno o dos días. Todo 
esto está claro y es transparente desde el punto de vista contable, no hay ninguna posibilidad de que estos 
rubros tengan otro destino. 


El primer giro lo hemos recibido en abril y el último el 30 de octubre; la suma es de $ 108:000.000 que, es 
obvio, se ha ido gastando paulatinamente. Esto es lo que tenemos del lado de los ingresos. 


En cuanto a los egresos, hasta la semana pasada hemos transferido al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas $ 28:600.000, lo que tiene que ver con el avance de las obras a las que he hecho referencia. Como 
decía, hay un giro que pertenece al último grupo de obras, que se aprobó hace unos días, que va a suponer 
unos US$ 450.000 más. De manera que la semana que viene estaremos en un total de $ 42:500.000 girados al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, lo que siempre está por encima del nivel de ejecución de obras de 
la Cartera, teniendo en cuenta que adelantamos una parte del dinero, si bien no todo. El dinero va antes de la 


obra, como debe ser; de lo contrario, el Ministerio tendría que sacarlo de otros fondos. De manera que a esos 
$ 108:000.000 hay que restarles $ 42:500.000 que están destinados al MTOP. 


Por otra parte, tenemos $ 18:700.000 que cubren los convenios de los que hablamos -y habría que sumarlos a 
los $ 42:500.000-; $ 1:200.000 de los convenios de MEVIR, que son un poco especiales, por lo que 
andaríamos en los $ 20:000.000 y en un total de $ 62:500.000. O sea que, grosso modo, tenemos un saldo en 
cuenta de $ 46:000.000, en primer lugar, porque hay transferencias de obras que están en marcha y que, como 
son grandes, se le envió al Ministerio de Transporte y Obras Públicas el primer pago; pero en algún momento 
nos pide el segundo. Entonces, hay que tener el dinero pronto para mandarlo. 


En segundo término, hay 36 obras presupuestadas a estudio entre el MTOP y la ANEP por un total de 
$ 104:000.000; esas van a ir saliendo, aunque no todas juntas. 


Cuando salgan llega el paquete y tiene que ir el giro. O sea que esos $ 40:000.000 están allí, porque son parte 
del flujo. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Se nos dice que han recibido $ 108:000.000. De acuerdo con el 
convenio, el Ministerio de Economía y Finanzas seguramente esté adeudando un mes. La información 
que poseo es que el 8 de abril entregaron $ 24:000.000, el 10 de abril $ 8:000.000, el 30 de abril 
$ 12:000.000 y el 29 de mayo $ 12:000.000. Si el convenio empezó a hacerse efectivo el 1” de enero, 
hasta el 31 de octubre deberían ser $ 120:000.000. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Rodolfo).- Como ya hemos mencionado, el convenio se hizo operativo a 
partir del mes de febrero, porque fue homologado en el mes de enero por parte de la Presidencia de la 
República. Por lo tanto, en realidad no van diez meses, sino nueve. Y son nueve las cuotas entregadas. 
O sea que la cifra es de $ 108:000.000. 


SEÑOR BONILLA.- Como último detalle contable -esta es una pregunta que también sobregira-, el 
convenio tripartito -es importante que esto quede aclarado- con los Ministerios de Economía y 
Finanzas y Transporte y Obras Públicas no cubrió exactamente los más de $ 17:000.000, sino que llegó 
a los $ 14:000.000 y algo. Por lo tanto, quedaron reprogramados unos pocos millones de pesos que 
están generando intereses. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- ¿Dólares? 
SEÑOR BONILLA.- Sí, dólares. Sí, porque estaban en dólares. 


Están generando intereses. Entonces, en ese saldo de $ 46:000.000, hay $ 5:600.000 -estoy redondeando- que 
se han ido acumulando por generación de intereses de este restito que no cubrió el acuerdo; no recuerdo las 
razones que fueron expuestas por el Ministerio de Economía y Finanzas 


Esa es la situación financiera del convenio, la que creemos que es clara. 


A continuación, cedería el uso de la palabra a los contadores para que fueran más precisos y respondieran 
algunas de las preguntas del señor Diputado, a quien no me gustaría contestar con una generalidad. 


SEÑOR CORBO.- Quiero aclarar un aspecto que a veces se ha manejado, creo que un poco 
gratuitamente, en cuanto al organismo. 


En algún momento se ha sugerido que algunos de estos dineros podrían haber ido a parar a un destino distinto 
a este que se ha establecido por la ley. Quiero señalar -más allá de las cifras que ha dado el Presidente que 
son esclarecedoras; toda la presentación del Presidente ha sido esclarecedora- que en realidad, el Consejo 
Directivo Central no tiene una libre disponibilidad de este dinero. Digamos que estas cuotas de $ 12:000.000 
que mensualmente nos libera el Ministerio, están disponibles en pantalla pero nosotros no podemos disponer 
efectivamente de ellas. 


Para poder ejecutar ese dinero que tenemos disponible tiene que existir, en primer lugar, una resolución 
formal del Consejo estableciendo para qué obras se va a destinar el dinero y con qué monto. En segundo 
término, debe librarse una orden de pago para presentar a la Tesorería a fin de que ésta libere los fondos. Es 
necesario aclarar que los fondos no se liberan al CODICEN. Es decir que nosotros no recibimos los fondos 
en la mano, sino que se hace una transferencia directa a la cuenta del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. 


Quería aclarar este procedimiento para aventar algunas inquietudes. Creemos que este procedimiento no da 
lugar a dudas en cuanto a que no existe la menor posibilidad de usar estos fondos en un destino distinto al 
que ha sido estipulado por la ley. Así se ha procedido. Era importante determinar esto porque hace a la 
legalidad de nuestros actos y al honor de los Directores de este Servicio. Y yo quiero defender el honor de mi 
persona y de mi gestión pública. 


Por otra parte, quiero señalar que la colocación a plazo fijo -como bien mencionó el señor Presidente- tiene 
que ver con el cumplimiento de una norma legal. Es decir que nos hemos atenido a la legalidad. Como le ha 
ocurrido a mucha gente y a muchos organismos, no podíamos prever las circunstancias que se vivieron en el 
país. De manera que lo que hicimos fue cumplir con la ley. 


Además, quisimos defender el valor de ese dinero porque, como bien señaló el señor Presidente, una vez que 
estuvo disponible hubo que proyectar las obras, hacer la presupuestación, licitar -que lleva todo un trámite- y 
luego ejecutar. Hay obras que a veces llevan un año entero de ejecución. Entonces, en el transcurso de ese 
tiempo, ese dinero puesto a interés genera recursos que pueden volcarse a la educación. Es una forma de 
defender ese dinero que va a redituar recursos adicionales a los previstos por la venta de las acciones de la 
playa de contenedores. Hasta el momento esos intereses han devengado, si no me equivoco, US$ 501.000. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Guillermo).- El monto total de intereses generados hasta el momento es de 
US$ 1: 348.000, pero gran parte de ellos no se ha utilizado. Es decir que siguen generando, a su vez, 
intereses en cajas de ahorro. 


SEÑOR CORBO.- Es decir que de ese US$ 1:348.000, solo se han utilizado US$ 500.000. 


Me parecía importante dejar constancia de esto porque clarifica cómo en esta operación no solo hemos 
cumplido con la legalidad correspondiente, sino que hemos tratado de defender los recursos que el 
Parlamento derivó a la educación a través de la venta de las acciones de la playa de contenedores. Con estos 
US$ 1:348.000 y con los intereses que en el futuro se generarán, se podrán hacer muchísimas obras 
adicionales a las previstas por el monto correspondiente generado por las acciones de la playa de 
contenedores. 


Quiero señalar dos cosas que ocurrieron en el camino y que también clarifican el orden de dificultades que 
hemos debido salvar. 


Cuando estuvieron liberados los dineros y empezó esta operación, nos encontramos con un Decreto del Poder 
Ejecutivo según el cual el Ministerio de Economía y Finanzas tenía derecho a cobrar el 15% por la 
administración de la construcción de estas obras. Nosotros consideramos que ese 15% era un monto muy 
elevado, que perjudicaba el uso de estos recursos. Por esta razón, iniciamos una negociación con el Poder 
Ejecutivo y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas que quedó zanjada con una Resolución del 
Presidente de la República de 3 de julio de 2002, por la cual se rebajó del 15% al 8% este cobro por 
administración 


Con esta acción también hemos defendido esos recursos, porque hemos entregado el 7% menos de lo que nos 
hubiera correspondido por la realización de obras a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Aquí se hizo un acuerdo especial para este tipo de obras. 


Me parecía importante señalar este elemento que es muy favorable, pero que sin duda afectó el cronograma, 
porque por algunos meses estuvimos con esta situación sin despejar y no queríamos comprometer obras y 
pagar un sobreprecio que implicaba la utilización de los recursos en un destino que no era el que había fijado 
el Parlamento, que era el de la edificación educativa. 


También es cierto que en el proceso de presupuestación -es importante señalarlo; lo hemos ido fluidamente 
analizando con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas-, en el que se estimaron cómo se distribuían las 
obras por departamento y lo que ello equivalía en dinero, surgió el problema de que los costeos de las obras 
no coinciden con la estimación. En ese sentido, hemos tenido que trabajar con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas para analizar por qué a veces la estimación es una y el precio que esa Cartera presupuesta es, 
por ejemplo, el doble. Cuando tenemos un precio de US$ 380 por metro cuadrado, el Ministerio nos envía 
una presupuestación en la que ese precio está en US$ 657, en US$ 636 o en US$ 485. Estas son cifras reales 
que hemos recibido para algunas obras. 


Eso determinó una reunión en el CODICEN con el señor Ministro y el Director de Arquitectura para analizar 
por qué sucedía esto y cómo podíamos resolverlo. Es decir que en la ejecución muchas veces nos 
encontramos con el problema de que la estimación que hace el CODICEN de lo que sale una obra, es muy 
diferente a la presupuestación del Ministerio. Hay que ver por qué se da esa diferencia. Esto requiere analizar 
el por qué de los costos en cada rubro. Ahora se ha establecido un sistema de franjas para que, dentro de una 
variación aceptable, se admita automáticamente el presupuesto, con una justificación del Ministerio. Si se 
supera esa franja, se exige un análisis detallado, para ver por qué hay un costo diferencial, cómo se explica. 


Esto es importante porque implica un esfuerzo de la Administración por defender el dinero que se ha puesto 
en nuestras manos para hacer las obras. En cada caso, lo que se hace es dilucidar de dónde salen esos costos. 
Muchas veces estas cosas se solucionan, se negocia; algunas veces el Ministerio ha bajado o ha modificado 
sus costos y, otras, los ha justificado. A veces no solo se trata de métodos de construcción sino de la 
incorporación de otros elementos de sanitaria, de eléctrica, etcétera, que tienen otros costos. Estos elementos 
agregan complejidad a la resolución del tema. 


SEÑOR ROSSI.- Me gustaría que se nos explicara a qué se deben esas diferencias en los costos. 


SEÑOR BONILLA.- En primer lugar, quiero suscribir lo expresado por el Consejero Corbo en todos 
sus términos. 


En segundo término, voy a contestar la pregunta del señor Diputado Rossi. 


Tenemos que tener en cuenta que muchas de estas obras son reciclajes. El cálculo de los costos de un 
reciclaje es bastante más difícil que el de obra nueva. 


Para que nos explique las diferencias en los costos, que es quizás uno de los problemas más importantes, 
cedo el uso de la palabra a la contadora Laura Cayón. 


SEÑORA CAYÓN.- El tema es que cada proyecto tiene una complejidad diferente. En el marco de las 
439 obras, prácticamente la tercera parte corresponde a obras con el Consejo de Educación Técnico 
Profesional, es decir, escuelas técnicas y escuelas agrarias. 


Las escuelas técnicas y agrarias tienen en cada obra en particular, una parte que es ampliación u obra nueva y, 
otra parte muy importante -que a veces representa más del 60% del total del presupuesto-, que es el reciclaje. 
Eso puede comprender rubros de eléctrica, nuevo equipamiento sanitario o impermeabilizaciones y esos 
costos tienen una mayor incidencia de mano de obra que los costos de obra nueva. 


Cuando el Consejero Corbo se refirió al parámetro que estableció el Consejo Directivo Central de US$ 380 
por metro cuadrado más un margen de un 20% se estaba refiriendo, concretamente, a obra nueva. El tema del 
reciclaje es muy difícil de estimar porque debe precisarse bien el tipo de obra que va a encarar el Ministerio. 
En esas puntualizaciones de la parte de reformas o reciclaje es donde a veces surgen diferencias en los 
criterios de presupuestación; esto ocurre, sobre todo, en la determinación precisa de los metros cuadrados a 
impermeabilizar. Por ejemplo, hay que saber si se incluyen pretiles o no; el costo de impermeabilización 
varía en función de si se incluyen o no, por ejemplo, la reparación de pretiles. Asimismo, las eléctricas son 
muy complicadas porque dependen de la dispersión del edificio. No es lo mismo la instalación eléctrica de un 
edificio central donde de pronto hay dos plantas y está todo centralizado que en las escuelas agrarias donde 
hay un pabellón que es la parte de alojamientos. Todo eso va dando la complejidad de cada obra en particular. 
Al haber un parámetro de comparación, las grandes diferencias las tenemos en los costos de reciclaje. 


SEÑOR ARREGUIL.- En cuanto a la entrega de las partidas de las acciones de la playa de contenedores 
quisiera saber cuándo está prevista la última entrega para compararla con la fecha en la cual por 
primera vez se entregan a la enseñanza los US$ 17:000.000. Quisiera saber, según las previsiones, cuál 
será el tiempo transcurrido desde el principio de la entrega del dinero hasta que se brinde la última 
partida; si no me falla el cálculo, las partidas son de $ 12:000.000 mensuales, casi US$ 400.000. 


La otra pregunta que quiero formular es si se puede destinar parte de ese dinero para una situación muy 
especial que se está viviendo en el departamento de Soriano, en la Cuchilla del Perdido -el Consejero Nadruz 
sabe del tema-, donde hay seis niños que perdieron las clases porque no hay locomoción. A principios de año 
durante dos meses no hubo locomoción y ahora, nuevamente, hace dos meses que no está circulando el 
ómnibus. El curso ya está perdido para esos niños. Cuando se cerraron sus escuelas para hacer una 
consolidación de varias de ellas se les prometió que era para hacer socialización y tener mejor calidad 
educativa. Había una cantidad de objetivos con los que estamos muy de acuerdo, pero no se cumplió lo 
prometido en cuanto a hacerse cargo del costeo del ómnibus. A principios de año tratamos este tema a nivel 
parlamentario y se le buscó una salida. Luego de dos meses se contrató el micro de una persona que ya no 
quiere brindar el servicio porque se le adeuda desde entonces una partida de dinero. Ahora, hace dos meses 
que el transporte está detenido, el ómnibus está arreglado, pero el tallerista no lo entrega porque sabe cuáles 
son los adeudos que tiene la enseñanza con los proveedores de bienes y servicios. Entonces, hay dos 
soluciones: volver al sistema antiguo -destinando dinero de la playa de contenedores o de otro rubro para 
reciclar las escuelas cerradas; ustedes sabrán cuáles podrían ser- o hacerse cargo de la locomoción. 


Reitero: hay seis niños que ya perdieron el año. A lo sumo podrá haber una resolución administrativa por la 
que se les dé el pase, pero ese pase es artificial. 


En este punto concreto hay una gran decepción y frustración en toda la gente, en todo el vecindario, en los 
padres y en los maestros de la zona porque se prometió algo y se terminó haciendo perder el año a seis niños. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Escuchamos con mucha atención y nos parece muy claro lo expuesto; no hay 
lugar a dudas en cuanto a la mecánica de funcionamiento. 


Quisiera que me precisaran algo relativo al Liceo No. 4, aunque no tiene nada que ver con el paquete del 
dinero de la terminal de contenedores. Creo que el Poder Ejecutivo tiene una gran responsabilidad en todo lo 
que está pasando. Una cosa es la burocracia y otra la operativa, que es descomunal. Inclusive, ustedes ven 
virtualmente el dinero; es cierto que desde el punto de vista administrativo está bien, pero también es cierto 
que este dinero lo maneja el Ministerio de Economía y Finanzas y ha tenido, inclusive, la osadía de querer 
introducir un 15%... 


(Interrupciones) 

——N0, el 15% por la administración del Ministerio de Economía y Finanzas. ¿Entendí mal? 
(Interrupciones) 

SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Bueno, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a ordenar un poquito el debate. El señor Diputado Amaro Cedrés 
está pidiendo una interrupción. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Se la concedo. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Los Consejeros del CODICEN han sido muy claros en cuanto a las 
dificultades que tuvieron en poner operativos estos dineros de la playa de contenedores brindando las 
cifras que indican cómo se está ejecutando. Dentro de la casuística, había determinadas obras previstas 
y después las mismas instituciones pidieron que se modificara el destino de los recursos para que 
fueran a distintos centros. 


Este proyecto lo tuvieron que armar muy rápidamente porque la ley después previó que los dineros de la 
playa de contenedores tuvieran este destino. 


La información brindada fue abundante. Hubo una crisis financiera que todos vivimos y que provocó 
incertidumbres en el país. Por suerte, estamos saliendo de ese tiempo de pérdida de confianza y tenemos 
todos los días alguna noticia que muestra que se está recuperando la confianza en el sistema financiero. 


Me parece que sería bueno terminar con la etapa de preguntas. Siempre digo que sería bueno que las 
Comisiones evitaran las polémicas internas; cada uno debe nutrirse con la información para luego formar su 
opinión y hacer los comentarios. Desde mi punto de vista el CODICEN ha hecho un manejo que fue 
claramente explicado por los señores Bonilla y Corbo, quienes han expresado cuál es la forma de poner a 
disponibilidad el dinero: la aprobación del CODICEN para la autorización del gasto de la partida por parte 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Es un procedimiento administrativo correcto que, desde mi 
punto de vista, no merece ningún tipo de crítica. Hago esta consideración porque es bueno que en la versión 
taquigráfica queden las dos opiniones. 


Los que votamos esta subasta pública consideramos que fue un éxito -la oferta fue mayor a lo previsto-, que 
fue una buena cosa para el país aunque después hubo imponderables. En casi todos los departamentos habrá 
una inversión del orden de los US$ 500.000; está previsto un total de US$ 14:000.000 y otros tantos que se 
van a liberar más adelante. 


Como fui uno de los que votaron este mecanismo estoy satisfecho de lo que está ocurriendo. Me hubiera 
gustado que el país no viviera la crisis financiera que sufrió, pero era imprevisible para el CODICEN o para 
cualquier ahorrista privado el hecho de que no podrían retirar sus recursos. 


Creo que se va por buen camino. Yo también quisiera que todo fuera más rápido, siempre hay cosas para 
mejorar, pero creo que las explicaciones fueron plenamente satisfactorias. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Entiendo al señor Diputado preopinante. Inclusive, le doy la oportunidad de 
que haga una defensa de lo que es el remate de un país por la vía de esta terminal de contenedores que 
nos ofrece estos dineros... 


(Interrupción del señor Representante Amaro Cedrés) 

——Si me deja hablar el señor Diputado, le agradezco. 

SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Con mucho gusto, pero no me provoque. 
SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Estoy respondiendo a su intervención. 


En esta situación, en que obtenemos migajas del funcionamiento del puerto, cuando podría estar en manos 
del Estado generando ganancias muchísimo mayores que éstas para volcar a la educación, me parece 
excelente el trabajo que está haciendo el CODICEN. Evidentemente, es el CODICEN el que se ve con la 
responsabilidad, mientras que otros organismos del Estado están actuando con lamentable lentitud. 


Mi pregunta concreta es sobre la forma de financiación para el Liceo No. 4 de Paysandú, cuyo caso es 
emblemático ya porque es sabido que esta obra quedó en manos de una empresa salteña y fue un desastre 
total. Realmente, que se esté disponiendo dinero para esto me parece muy importante para todo el país, 
porque quedaría planteado que se pueden mejorar las cosas que se hicieron mal a través de esta forma de 
trabajo. 


El Director Bonilla nos ofreció una buena información, pero me gustaría que quedaran documentado los 
tiempos en que está previsto que se ponga en marcha esta obra. Tengo entendido que pasarán noventa días 
más. Inclusive, nos hablaron del mecanismo que sigue luego de que está todo firmado y de que puede 
demorar la obra. 


Me importa mucho todo lo de la complejidad técnica a que se refirió el Director Corbo. Me parece que esa 
cuestión la vamos a tener que tratar con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas porque ese ha sido el 


drama de toda la vida en las obras que realiza. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- No sería honesto si no dijera que quedo conforme con esta 
reunión y con las explicaciones que nos han brindado. Sin embargo, me quedan algunas dudas que 
quizás me puedan evacuar. 


Ustedes dicen que tienen un ahorro de $ 46:000.000 y que de los US$ 17:100.000 se han invertido poco más 
de US$ 14:000.000, por lo que quedaría un remanente de aproximadamente US$ 3:000.000 que se sumarían 
a los US$ 46:000.000 que ustedes tienen. Eventualmente, ¿eso se va a volcar a otras obras en el entorno de la 
enseñanza? 


Admito mi ignorancia respecto a que quien administra y libera las partidas es el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Por suerte, apareció ese decreto que permitió que los intereses que generaron estos dineros, 
US$ 1:348.000, hayan pasado a ese 8% que reclamaba el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. En 
realidad, los intereses fueron para esa Cartera del Estado que hizo un reclamo en función de los controles y la 
administración. Nosotros no estamos de acuerdo con eso así como tampoco con lo que se cobra por metro 
cuadrado de obra de construcción, pero eso es tema para otra reunión. 


No dudamos de las explicaciones que dio la señora contadora, pero como tenemos muchos amigos 
arquitectos, tenemos una opinión distinta. 


Quisiera referirme a otro tema importante, que ustedes conocen, que es que la Dirección Nacional de 
Arquitectura no cobra IVA. Por eso no entendemos esa diferencia sustancial de precios en algo que tiene un 
profundo contenido social como es la enseñanza; más allá de matices y de diferencias que podamos tener, eso 
es concreto y real. 


Por último, quiero agradecer los datos que nos han brindado y reitero que sería importante que nos dejaran 
fotocopia de la información, porque luego tenemos que ir a nuestros departamentos y explicar a la gente estos 
temas. 


SEÑOR ROSSI.- En primer lugar, quisiera saber si por el manejo de toda esta información -que desde 
luego vamos a recoger de la versión taquigráfica porque no estuvimos presentes desde el inicio- el 
CODICEN tiene constancia de que haya habido desvíos en la utilización de las partidas. 


En segundo término, quiero expresar que en este ámbito mantenemos una relación permanente con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y aquí hemos escuchado la concepción con que aborda las tareas - 
según nos explica la Dirección Nacional de Arquitectura- sobre la base de una empresa que compita en 
eficiencia con la empresa privada, etcétera. El hecho es que aquí surgen algunos problemas de diferencias de 
rangos sobre los que nos gustaría que nos proporcionaran algún ejemplo para poder conversarlo con la 
Dirección mencionada. 


Asimismo, me gustaría contar con la información relativa a cómo está la situación en cuanto al cumplimiento 
de los plazos de las obras, porque los contratos además de precios tienen plazos y quisiéramos saber si se 
están cumpliendo porque eso es parte de lo que se nos ha informado por la Dirección Nacional de 
Arquitectura y quisiéramos confirmarlo con ustedes. 


SEÑOR MIERES (don José María).- Quería hacer una consulta sobre la base del cronograma que se 
hizo en su momento de la inversión que se iba realizar en Montevideo con los dineros provenientes de 
la venta de la playa de contenedores. Concretamente quisiera saber si se han cambiado las obras que se 
iban a hacer, cuáles se han hecho y en qué etapa se encuentran las que estarían pendientes. 


Por otra parte, en la Comisión de Educación y Cultura en su momento planteé una situación obviamente no 
atribuible a este CODICEN, pero que ocurría en una gran cantidad de liceos que tenían un deterioro muy 
importante, y por las cifras que se han manejado relativas a la cantidad de convenios, evidentemente, muchos 
se están reparado. Me gustaría tener una información precisa en cuanto a qué liceos y escuelas técnicas se 
han reparado, cuáles el CODICEN sigue entendiendo que están pendientes de reparación y si existen algunos 
edificios con un deterioro importante. 


SEÑOR BONILLA.- Tengo la impresión de que del primer paquete de preguntas que nos dirigió el 
señor Diputado Castromán Rodríguez hay muchas que fueron contestadas en mi intervención. 


Quiero dejar claro un aspecto. En un momento el Diputado dijo que no se habían cumplido los acuerdos o 
preguntó si se cumplieron o no. Creo que por parte de los actores que estamos en esto siempre se cumplieron 
los acuerdos. Lo que sí se vio complicado fue el cronograma, por razones obvias, pero en cuanto a los 
acuerdos en general no diría que haya habido apartamiento de ninguno de los actores. 


La pregunta relativa a cuántas obras se han ejecutado y por qué monto, fue contestada. Lo relativo a las 
modalidades fue aclarado. Quedaría pendiente la información por departamento, que enviaríamos en 
veinticuatro horas. Lo que tiene que ver con el monto de interés generado también fue contestado. 


En cuanto al tema del cronograma de actividades acordado debo decir que efectivamente hubo un primer 
cronograma y aquí aprovecho para contestar al señor Diputado Mieres y si hay alguna precisión con respecto 
a Montevideo la contadora Cayón puede hacerla. Obviamente, el cronograma sufrió una demora por el tema 
financiero. A partir del momento en que el problema financiero se resolvió comenzamos a tener un 
cronograma que está empezando a ser más fluido. Hay ciertas modificaciones en algunos departamentos y en 
algunas obras porque, como decía, por la diferencia entre el tipo de cambio y la evolución del precio del 
índice de la construcción, tenemos más capacidad de construir, por lo que hay alguna obra que se hace más 
grande de lo previsto. Por otra parte, se han producido ciertos cambios de obra. No sé si se ha hecho algún 
cambio en Montevideo. ¿Podría aclararlo, contadora Cayón? 


SEÑORA CAYÓN.- No; en Montevideo no se produjo ningún cambio en la nómina inicial de obras. 
SEÑOR BONILLA.- Entonces esa pregunta del señor Diputado Mieres quedaría contestada. 


En cuanto a si el convenio tripartito por partidas mensuales, del 8 de abril, se ha cumplido, contestamos que 
sí. 


Cómo ha volcado el CODICEN los recursos creemos haberlo contestado también de manera satisfactoria. 
Si hubo cambios en el cronograma de obras, ya lo dijimos. 


Con respecto al reciclaje de escuelas mencionado por la Diputada Tourné, que habla de US$ 2:800.000, debo 
aclarar que siempre hablamos de locales educativos en su conjunto -no solo de escuelas, como señalaba el 
Consejero Nadruz-, y esa cifra se parece a la vinculada a la modalidad del MTOP, pero no está allí la cifra de 
convenios ni la relativa a licitación. Por lo tanto esta cifra brindada por la Diputada Tourné no es correcta; 
probablemente ella tuviera información relativa al ámbito de la línea de trabajo con el MTOP. 


Pediría al contador Rodolfo Rodríguez que contestara una pregunta formulada sobre el transporte y otra sobre 
la partida de alimentación. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Rodolfo).- En primer lugar, quisiera responder algunas otras inquietudes 
manifestadas por los legisladores y luego sí me referiré al transporte de estudiantes y a las partidas de 
alimentación. 


Desearía aclarar un poco más el tema de las transferencias de dinero sobre el que el Consejero Corbo se 
manifestó, a fin de responder la inquietud del Diputado Rossi en cuanto a si hay certeza en cuanto a que los 
fondos llegaron al destino debido. 


Las partidas se acreditan en la cuenta en pantalla -como solemos decir nosotros- en forma virtual, porque el 
dinero no está en la caja -por lo menos, en la nuestra-, pero se trata de transferencias absolutamente 
automáticas en la medida en que el CODICEN lo disponga. En cada grupo de obras que, consecuentemente, 
lleva la aprobación de una transferencia, se da la resolución del Consejo Directivo Central y, por medio de la 
Gerencia de Gestión Financiera se le indica a la Tesorería General de la Nación que transfiera el dinero a 
donde el Consejo Directivo Central lo haya dispuesto, puede ser a las cuentas del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas -para la Dirección Nacional de Arquitectura- o a las que indicamos de las Comisiones de 


Fomento que fueren. Por lo tanto -como explicaba el Consejero Corbo- no hay ninguna manera de utilizar los 
fondos para otro destino que no sea el que el propio CODICEN haya decidido. Me parecía que este era un 
tema importante relativo a la operativa y quería aclararlo a fin de que se entiendan bien las seguridades que 
implican el manejo de estos fondos. 


SEÑOR ROSSI.- Aclaro que no estoy diciendo que ustedes decidan mal pero después, ¿los fondos 
llegan automáticamente y en el plazo en que deben? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Rodolfo).- Estimamos que las partidas están llegando regularmente en el 
orden de las cuarenta y ocho horas; esa es la experiencia que hemos tenido desde el principio de esta 
operativa. 


Creo que también quedaba pendiente la respuesta a una pregunta realizada por el señor Diputado Castromán 
Rodríguez relativa a ese 70% del porcentaje de los convenios. Cuando el Presidente Bonilla hablaba del 70% 
del total de convenios y del total de dinero asignado a ellos se refería a lo siguiente. Tenemos un cuadro -que 
creo que está en poder de los señores Diputados; de lo contrario lo vamos a repartir- que presenta un universo 
general de convenios, 220, de los cuales hay en trámite de giro 153. De allí surge ese 70% de convenios que 
ya podemos decir que están en ejecución y muchos de ellos ya terminados, por cierto. Además, ese universo 
total de 220 implicaba un monto de $ 52:848.000, de los cuales los 153 primeros refieren a $ 37:000.000; ese 
es el otro 70%; quieren las cifras coincidir en obras y en montos de dinero. Esta es la segunda aclaración. 


Por último había una inquietud relativa a un comentario muy importante que hizo el Consejero Corbo sobre 
el desarrollo de este proceso, en cuanto a un cambio de los porcentajes que habitualmente cobra el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas. Hay una vieja ley, que tiene muchos años, que establece que el porcentaje 
que agrega el Ministerio de Transporte y Obras Públicas sobre los presupuestos de las obras es del 15%. Ese 
es un porcentaje pensado para reparación de equipos, vestimentas de trabajo, etcétera; tiene una 
argumentación muy vieja. Como se mencionó aquí, el CODICEN entendió que en este volumen tan grande 
de obras y dinero esa cifra tenía una repercusión muy importante y hubo una discusión sobre el tema y una 
solicitud muy formal y concreta para reducir ese porcentaje. Esa gestión terminó con una resolución del 
Presidente de la República -del día 3 de julio de 2002- donde se dispuso reducir ese porcentaje del 15% que 
fijaba la ley al 8%. 


Eso tuvo una trascendencia importante y lo podemos apreciar en el nivel de ejecución que tenemos 
actualmente. Como decíamos al inicio, hasta el momento han sido aprobadas obras por US$ 3:444.000. La 
diferencia que se genera a partir de que sea el 8% y no el 15% implica que la ANEP tenga un ahorro de 

US$ 223.000, lo que obviamente podrá ser reinvertido en nuevas obras. De hecho, está ocurriendo lo mismo 
que con los intereses, porque estos fondos que se van generando permiten más obras y, en algunos casos, 
solventar imprevistos. Es decir que se va produciendo una reinversión de esos fondos. 


Con respecto al transporte de estudiantes no sé concretamente cuáles son las inquietudes. De todos modos, 
quiero decir que en los últimos tiempos el CODICEN ha elaborado una política más formal con los 
departamentos, concretamente a través de convenios con las Intendencias Departamentales, referida a 
solventar en forma permanente el transporte de estudiantes en aquellos lugares en que las propias 
Intendencias nos manifiestan que se encuentran las principales necesidades. 


En este sentido, actualmente tenemos suscritos convenios con las Intendencias de Cerro Largo, Maldonado, 
Colonia, Tacuarembó y Soriano y están en trámite los de Florida y Artigas. Estos son convenios en los que el 
CODICEN se obliga y cumple con una partida mensual para transporte de estudiantes y la Intendencia aporta 
dinero, personal o vehículos propios; en muchos casos, también hemos tratado de promover un aporte de los 
propios padres, en la medida de las posibilidades. Este es un mecanismo que se está difundiendo, sin 
perjuicio de otros que sabemos que existen y que han sido dispuestos por el Consejo de Primaria o de 
Secundaria, que por las inspecciones pueden tener algún tipo de aporte. 


Esta es la situación actual en lo que refiere a transporte de estudiantes. 


Reitero que con algunas Intendencias tenemos negociaciones entabladas para generar acuerdos similares. 


A esta altura del año, como ha ocurrido en los anteriores, comenzamos a tener algunos inconvenientes 
presupuestales y financieros para cubrir la partida de alimentación escolar tanto en los comedores 
tradicionales como en los servicios tercerizados. 


Hace pocos días recibimos un refuerzo de rubro presupuestal del Ministerio de Economía y Finanzas que 
permitió cubrir las obligaciones del mes de octubre; allí todavía no teníamos problemas financieros. 


En este momento estamos tramitando un refuerzo de rubros ante el propio Ministerio para cubrir la 
alimentación del mes de noviembre; el pedido está en poder del señor Ministro y estamos a la espera de la 
resolución correspondiente y de la disponibilidad financiera. 


SEÑOR SILVA.- Quiero decir que a la fecha, y desde el año 2001, se han recibido diez pedidos de 
informes por parte de la ANEP relacionados directamente con este tema. Tenemos uno del Senador 
Gargano y otro del Diputado Castromán Rodríguez que, obviamente, ya están contestados. 


En el año 2002, recibimos un pedido de informes también del Senador Gargano, que ha sido respondido; y en 
lo que va de 2003 tenemos siete, de los cuales se contestaron tres y los restantes están en proceso. 


Como sabrán los señores Diputados, el trámite del pedido de informes tiene algunas particularidades y esto lo 
quiero relacionar directamente con la nota enviada por el señor Diputado Castromán Rodríguez. Una vez que 
los legisladores realizan sus pedidos de informes, la Presidencia de la Cámara de que se trate los remite al 
organismo que corresponda. Como es sabido, nosotros nos relacionamos con el Poder Legislativo a través del 
Ministerio de Educación y Cultura. Entonces, el pedido de informes realizado por la Cámara de 
Representantes es enviado al Ministerio de Educación y Cultura y, una vez que se realizan los trámites 
correspondientes en esa Cartera, se deriva a la ANEP. Este organismo tiene una estructura particular -que, 
obviamente, los señores Diputados conocen- y, según la temática a que refiera el pedido de informes, se debe 
determinar el trámite interno que corresponda. Muchas veces, el pedido de informes refiere a los tres 
subsistemas y a la Dirección de Formación; en otros casos, tiene que ver con temas inherentes al CODICEN, 
al Programa 01. Entonces, el pedido de informes ingresa en la órbita del Consejo Directivo Central que es, en 
definitiva, el que dispone el trámite a seguir. Como se comprenderá, una vez que la Presidencia de la Cámara 
remite el pedido de informes, se cumplen distintas instancias. 


El señor Diputado Castromán Rodríguez hizo un pedido de informes el 25 de junio de 2003, que llegó al 
CODICEN el 28 o el 29 de agosto -no lo recuerdo bien- de ese año. Luego, fue tratado por el CODICEN en 
la primera o en la segunda sesión de setiembre -no tengo bien la fecha- y allí fue derivado a la Gerencia 
General Económico Financiera con destino a la Gerencia de Inversiones. Según ha manifestado la señora 
Gerenta, la información ya está disponible para ser remitida 


Nosotros le enviamos una nota directamente al señor Diputado Castromán Rodríguez porque él se dirigió por 
escrito a la ANEP, diciendo que había hecho un pedido de informes en junio que no había sido contestado. 
Pero es preciso recalcar el camino que recorre la contestación a dicho pedido de informes: ingresa 
nuevamente al Consejo Directivo Central, porque es este órgano el que responde al legislador -esto debe ser 
así y se establece de ese modo en la ley recientemente aprobada-, donde es analizada. Luego de ese estudio y 
de que se comparta lo que la oficina técnica o repartición respectiva haya estipulado, la contestación se deriva 
a la Cámara correspondiente, vía Ministerio de Educación y Cultura. Creo que en la nota que enviáramos al 
señor Diputado queda claramente demostrado todo ese proceso. 


Hay otros pedidos de informes que no corresponden a esta Cámara, que ya están informados y que entrarán al 
Consejo en el correr de la próxima semana para ser remitidos posteriormente. 


SEÑOR BONILLA.- Quisiera referir a una preocupación manifestada por el señor Diputado Rossi, 
quien preguntó si teníamos constancia de desvíos en las partidas. No atino a interpretar exactamente 
cuál es el concepto de desvío. Desde el punto de vista contable y del manejo de los fondos, tenemos la 
certeza de que no ha habido tales desvíos; pido a los contadores que me corrijan si no es así. No sé si es 
factible que en alguna obra haya habido un problema por la desaparición de treinta ladrillos, pero no 
creo que el señor Diputado Rossi se refiera a eso. En definitiva, esta operativa nos da todas las 
garantías desde el punto de vista formal. 


Por otra parte, el señor Diputado Rossi pedía que se proporcionaran ejemplos de diferencias de costos en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. No quisiera que quedara la sensación de que los presupuestos que 
nos presenta esa Cartera sistemáticamente son desmesurados, porque ese no es el caso. Hay algunos en los 
que efectivamente no entendemos o no vemos la justificación de las diferencias de costos, pero en otros no 
sucede eso; la prueba está en que hay una cantidad de obras que avanzaron y se finalizaron. 


Es en este sentido que yo quise hablar de la cuestión del reciclaje, donde el tema de los costos no es tan 
sencillo como en una obra nueva. 


SEÑORA CAYÓN.- En cuanto a los plazos de obra que establece el Ministerio cada vez que hace un 
presupuesto, se tiene en cuenta los días laborales, únicamente de lunes a viernes. Evidentemente, ese 
plazo que es comunicado por el Ministerio no incluye días de lluvia, que en las primeras etapas no 
pueden ser contabilizados, ni huelgas o paros de la construcción que puedan acaecer. De modo que el 
plazo inicial de obra puede ser modificado en función de estos factores. Por ejemplo, el Liceo N* 12 
tenía un plazo pactado de diez meses; las obras se iniciaron en octubre del año pasado, pero la primera 
transferencia de fondos que le pudimos proporcionar al Ministerio se hizo en el mes de marzo de 2003 
por todo el problema al que hacía referencia el licenciado Bonilla. Entonces, la obra empezó a tomar 
ritmo a partir de marzo o abril de este año. 


SEÑOR BONILLA.- El señor Diputado Castromán se preguntaba por qué esto resultaba tan caro y 
hablaba del 8% del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Ese no es mi tema; el punto es 
opinable. Aquí se explicó que hay una ley muy vieja que fija que el porcentaje es del 15%; nosotros 
dijimos con vehemencia que para esta operación no podía determinarse ese porcentaje. La Presidencia 
de la República nos acompañó en esta posición y el señor Ministro, si bien no se mostró contento, 
tampoco fue reticente. Supongo que esto tiene que ver con la renovación de maquinaria, de equipos; 
efectivamente, no está el IVA de por medio. 


Reitero que hay presupuestos que están muy por encima de los precios razonables, pero eso no ocurre 
sistemáticamente; la prueba está en que hay cientos de obras que funcionaron sin mayores problemas. 


Por su parte, el señor Diputado Domínguez planteó algunas inquietudes sobre el Liceo N” 4. En ese sentido, 
hice un "racconto" bastante secuenciado de dónde estamos hoy: estamos saliendo del Tribunal de Cuentas y 
el expediente debe estar en trámite o llegando al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Ahora debemos 
hacer una transferencia para que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas pueda empezar la obra, que es 
por adjudicación directa. Para que quede claro digo que esto no tiene nada que ver con los contenedores. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Rodolfo).- El financiamiento estaría previsto con recursos propios de la 
ANEP. Inclusive, hay alguna resolución concreta del Consejo de esta Administración que apunta a la 
utilización prioritaria de ese dinero en construcciones. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quisiera saber si se conoce el costo. 
SEÑOR RODRÍGUEZ (don Rodolfo).- El costo presupuestado es de US$ 206.000. 


SEÑOR NADRUZ.- Se ha manifestado la preocupación por el liceo de Paysandú. En ese sentido, 
también se ha preocupado la ANEP y el Director de Secundaria y el señor Diputado Molinelli han 
insistido sobre el particular. 


El trámite salió del Tribunal de Cuentas el viernes de la semana pasada: fue retirado por quien lo presentó, el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. El convenio firmado entre la ANEP y el Ministerio establece el 
valor al que hacía referencia la señora contadora Cayón y creo que se determina un porcentaje del 20% que 
tiene que ver con la posibilidad de encarecimiento de esta obra. 


La ANEP actuó defendiendo sus intereses: cuando la empresa adjudicataria no cumple, la ANEP decide en un 
acto administrativo rescindir el contrato y entablar un juicio a la empresa. Esta decisión debe ser sólida; no se 
puede cometer el error de rescindir un contrato sin tener la seguridad de que existía real incumplimiento 
porque la empresa puede trabar juicio a la ANEP ante la rescisión. 


Según información que le proporcioné al Consejo, en el día de hoy esto figurará en los acuerdos semanales 
que el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas realiza con el señor Presidente de la República. Si 
nosotros dispusiéramos del dinero que está establecido en el contrato -que es el 50% del total- la obra estaría 
reiniciándose la próxima semana. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Quiero saber si la obra del liceo de Paysandú del período 
pasado -a la que hacía referencia el señor Diputado Domínguez- se hizo a través de un convenio entre 
las autoridades de la Enseñanza y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR NADRUZ.- Fue una obra ejecutada por licitación y adjudicada a la empresa, en el marco de la 
legalidad de una licitación llevada a cabo por la ANEP. El incumplimiento de la empresa llevó a la 
resolución del Consejo de rescindir el contrato y de transitar por esta otra vía para terminar la obra. 
Sabemos de la sensibilidad de los habitantes del departamento de Paysandú para con esta obra y de la 
necesidad del local, puesta de manifiesto en varias oportunidades por el Consejo de Secundaria. 


SEÑOR BONILLA.- Me gustaría que la contadora Cayón respondiera la pregunta del señor Diputado 
José María Mieres respecto de cuántas escuelas técnicas y liceos se reparan a través de los recursos 
obtenidos de la concesión de la playa de contenedores. 


SEÑORA CAYÓN.- La Constructora Bella Unión es la empresa a la que se le rescindió el contrato 
relativo al Liceo N” 4 de Bella Unión. Esta empresa, bajo otro nombre, construyó el Liceo N* 5 de 
Paysandú que, si bien tiene algunos problemas, se ha terminado. También construyó el Centro 
Regional de Profesores de Salto, en el que hubo algunos problemas al final de la obra, por lo que 
también se le rescindió este contrato. 


Con respecto a lo que solicitaba el licenciado Bonilla, el total de obras contempladas en el convenio marco 
entre la ANEP y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas es de 439 obras. Si analizamos esas 439 obras 
por modalidad de ejecución, veremos que 183 son por administración directa de la Dirección Nacional de 
Arquitectura, es decir con obreros del Ministerio, 236 por convenio con comisiones de fomento y 20 por 
contrato o licitación con empresas constructoras. Si bien estas cifras son las iniciales del convenio marco, 
firmado en diciembre de 2001, algunas veces, por razones de disponibilidad de mano de obra, se ha 
convenido con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas que determinadas obras por contrato pasaran a la 
administración directa, como es el caso de la escuela técnica de Salto o de la escuela técnica de Artigas. En 
un primer momento, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas entendió que no las podía hacer por 
administración directa, pero luego, por disponibilidad de personal, solicitó esta modificación y la ANEP la 
autorizó. Por el mismo motivo, algunos convenios que estaban pactados con comisiones de fomento pasaron 
también a la modalidad de administración directa. 


Es decir que si bien estas cifras iniciales pueden tener variaciones en el transcurso del convenio, estas no son 
significativas. En el 90% de los casos estas cifras son representativas de la modalidad de ejecución. 


SEÑOR MIERES.- El licenciado Bonilla pidió otra cosa. Lo que yo pregunté fue de qué obras se 
trataba, no los montos ni por qué modalidad habían sido ejecutadas. 


También planteé, y dejé constancia de que no era responsabilidad de este CODICEN, que había una cantidad 
de liceos -lo expresé inclusive en la Comisión de Educación y Cultura en su momento- que tenían un 
deterioro muy importante. Mi pregunta fue cuáles de ellos se habían reparado. 


SEÑORA CAYÓN.- Era una introducción; ya le iba a contestar. 


Cuando el Consejo Directivo Central determinó las obras a incluir, consideró que esto estaba en el marco de 
una coordinación con los proyectos MEMFOD y MECAFEP. El Programa MEMFOD, financiado por el BID, 
abarca un amplio espectro de construcción de liceos y también de reparaciones y ampliaciones. 


En cuanto a la distribución de las obras, puedo decir que aproximadamente el 70% corresponde a escuelas, el 
15% a liceos y el 12% a escuelas técnicas. Pero esto fue en el marco de la coordinación de la Gerencia, con 


recursos propios y de Rentas Generales, con las actividades que se iban a desarrollar por parte de cada uno de 
los proyectos, MECAEP y MEMFOD. Entonces, esta es una parte del universo de obras. 


Muchos de los deterioros en los liceos se abordan a través de lo que recibimos por la concesión de la playa de 
contenedores y otra muy buena cantidad a través de los recursos propios del organismo. De hecho, estamos 
financiando la construcción de dos liceos grandes en Montevideo con recursos propios, como es el caso de 
los Liceos N* 11 y N* 5, 


SEÑOR BONILLA.- Yo creo que el interés del señor Diputado Mieres tiene que ver con los liceos y la 
contadora quizás hoy no tenga toda la información disponible. Proponemos enviar los datos relativos a 
los liceos y a las escuelas técnicas, tanto en lo que refiere a los recursos provenientes de la concesión de 
la playa de contenedores -que es la información que hoy tenemos- como por otras fuentes, así como la 
manera en que se va a intervenir en ellos. Así podremos ver si nos falta alguno y si tenemos que 
intervenir o no. 


Me queda por responder la pregunta del señor Diputado Arregui relativa a cuándo se terminan las partidas. 
SEÑOR ARREGUL.- Preguntaba cuándo las recibieron por primera vez y cuándo se terminan. 


SEÑOR BONILLA.- Es decir que al señor Diputado le interesa saber cómo cierra el ciclo financiero de 
esto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Rodolfo).- Como mencionamos, la primera partida se recibió el 8 de abril 
de 2003. En realidad, ese día se recibieron dos partidas. En lo que va del año hemos recibido nueve 
partidas. Esta información ya la manejamos. 


Las partidas nos llegan regularmente, es decir, todos los meses. Junto con el cupo financiero mensual 
recibimos, en forma separada, la partida de $ 12:000.000 por parte del Ministerio de Economía y Finanzas, 
en función del acuerdo suscrito en diciembre del año pasado. 


Está previsto un total de aproximadamente veintitrés partidas. Digo aproximadamente porque como el 
acuerdo está fijado en dólares y estamos recibiendo $ 12:000.000, puedo manejar un tipo de cambio de $ 30, 
pero varía mes a mes. Si fuera así, estaremos en el orden de las veintitrés partidas, de las cuales ya hemos 
recibido nueve. Por lo tanto, recibiremos la partida en los catorce meses siguientes. Esto en lo que hace al 
cronograma de estas partidas previsto en el acuerdo. 


SEÑOR BONILLA.- Había una preocupación del señor Diputado Arregui en cuanto al transporte en el 
departamento de Soriano. En este momento no tengo la información. No sé si el Consejero Nadruz, que 
es un seguidor de la problemática de Primaria, conoce lo que sucedió con el transporte en la Cuchilla 
del Perdido. 


SEÑOR NADRUZ.- Tal como comentaba el Diputado Arregui, hubo dificultades con el ómnibus. Hubo 
una rotura, un contrato por parte de Primaria durante un período, se trajo el repuesto a Montevideo 
porque no había en plaza y el ómnibus está arreglado. Inmediatamente después de que el señor 
Diputado me llamara a mi despacho, me contacté con la Gerente de Administración para que se 
liberaran rápidamente los fondos, de manera que el ómnibus, que ya está pronto en el taller -cuando 
fuimos a firmar los convenios lo vimos en el taller-, pudiera volver a las rutas para dar solución a esta 
dificultad. Creo que debe darse continuidad a estos asuntos de manera tal que los alumnos concurran a 
las escuelas. No son solamente seis chicos los que utilizan el ómnibus, sino que también lo hacen 
estudiantes liceales y de educación técnica que se trasladan a la ciudad de Cardona. Esa es la 
información que tengo. 


SEÑOR ARREGUL.- El problema es que en este tema hay una cantidad de instancias, y nunca se 
termina de resolver. Son seis niños que ya perdieron el año. En el período anterior se cerraron las 
escuelas rurales inmediatas y se los concentró en la Escuela N” 22 de Cuchilla del Perdido con la 
promesa de que el CODICEN o Primaria -no sé de cuál de los dos organismos se trataba- se encargaría 


de toda la locomoción. A principios de año perdieron dos meses; siempre había un problemita: una 
partida que no se había entregado, una rotura, un arreglo. Siempre un problema. A quien hizo la 
locomoción de emergencia se le está debiendo, por lo que esa persona ya no la volverá a hacer. El 10 de 
setiembre se rompió el ómnibus y por una deuda de $ 4.300 está parado en el taller cuando podría estar 
en funcionamiento 


Entonces, el tema es dar solución inmediata al presente, más allá de que a seis niños se les hizo perder el año. 
Pero, ¿qué va a pasar el año que viene? Porque el ómnibus está deteriorado. ¿El año que viene tendrán 
exactamente el mismo problema? ¿Se va a destinar alguna partida para algún vehículo nuevo o bien para 
hacer que este funcione, o se van a arreglar las escuelas que se cerraron para volver al sistema anterior? Me 
preocupa el presente y que se eche a andar el ómnibus, pero también qué va a pasar después. De lo contrario, 
esos seis niños van a perder otro año más, y no va a ser responsabilidad de los padres, de los niños ni de los 
maestros. 


Este tema hay que abordarlo. Hablamos de mejorar los niveles educativos, ¡y vaya si estamos de acuerdo con 
eso en un todo! Pero resulta que por $ 4.300 un día y por $ 15.000 otro, le hacemos perder el año a unos 
cuantos niños. 


SEÑOR BONILLA.- Creo que el ejemplo puntual, pero gráfico que trae a colación el señor Diputado 
Arregui representa lo que nosotros estamos queriendo evitar. No se puede evitar ese tipo de cosas si no 
se tiene una política general. Este tipo de problemas microscópicos, de pequeña escala, suceden porque 
no hay una política general. 


El contador Rodríguez explicaba que hemos iniciado una ronda de contactos, departamento por 
departamento, con los Intendentes para establecer una única política en todo el país, en la medida en que los 
Intendentes nos sigan en esto. La idea es acordar que la Intendencia ponga una parte, que nosotros pongamos 
sistemáticamente otra y que esa operación se haga en el ámbito local para que no tengamos que estar 
esperando una factura o un repuesto de Montevideo. Ningún organismo puede trabajar con eficiencia en el 
ámbito local desde Montevideo. 


El departamento de Soriano ha firmado un convenio. Por lo tanto, este tema debería ser resuelto e 
incorporado dentro del convenio para que, de aquí en adelante -independientemente de que el ómnibus esté 
arreglado y se haya pagado la deuda-, todos los pequeños problemas de transporte que surjan sean tratados en 
el ámbito de este acuerdo entre el CODICEN y las Intendencias. 


SEÑOR ARREGUI.- Comprendo la importancia de firmar convenios con otros organismos del Estado 
y con los vecinos, en una política adecuada, para poder solucionar problemas. En última instancia, el 
que tiene que responder si estos convenios no se firman o no satisfacen las expectativas, es el organismo 
encargado de la Enseñanza. 


A nivel del departamento de Soriano no sé qué se habrá firmado, pero lo que está aportando la Intendencia es 
prácticamente insignificante; en el caso de la Cuchilla del Perdido, nada. Entonces, pongo esta información 
sobre la mesa para que no se descansen en que con un convenio y una política general podemos dar solución 
a estos problemas micro. 


SEÑOR BONILLA.- Seamos optimistas, señor Diputado. 
SEÑOR ARREGUL.- La realidad indica otra cosa. 


SEÑOR BONILLA.- Creo que no he omitido ninguna de las preguntas formuladas y que fui prolijo en 
las contestaciones. 


Para concluir, sólo quiero agregar que estamos ansiosos por el ritmo, pero satisfechos con lo que se ha hecho, 
porque el tiempo real de trabajo fue mucho más corto de lo que parecía. Tenemos un 70% de ejecución 
financiera y de obras a nivel de convenios, un 52% en el convenio con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y un 48% aproximadamente dentro de la categoría licitaciones. Nos parece que estos son 


indicadores esperanzadores y creemos que si no tenemos ningún tropiezo financiero ni problemas de otro 
tipo, en un tiempo prudencial seguramente los convenios estarán terminados. Lo más laborioso son las 
licitaciones, están menos atendidas y se encuentran más en la órbita del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; con razón, por la problemática con los trabajadores, el Ministerio está más interesado en los 
convenios con nosotros que en las licitaciones. Eso lo entendemos, pero, en cualquier caso, queremos que 
todas las obras se hagan. 


Podemos concluir que, más allá de que nos hubiera gustado que todo esto fuera más rápido, se atravesó una 
serie de imponderables y estamos muy satisfechos con lo que se ha logrado en las condiciones en que 
tuvimos que trabajar. Vamos a seguir esforzándonos para que estos recursos se destinen a la educación, que 
fue lo que el órgano en el que estamos decidió, de acuerdo con la voluntad de este país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Han sido sumamente esclarecedoras las respuestas a las preguntas de los 
compañeros de la Comisión. Creo que esto era necesario para todos los que integramos la Comisión de 
Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas porque, evidentemente, esta situación tiene muchos 
elementos. Cuando estamos tratando de lograr coordinaciones a nivel de distintas reparticiones del 
Estado, se dan mecanismos pesados pero que sirven de garantía para la población, como las 
licitaciones y los acuerdos para formar Comisiones. 


Visto fuera del contexto que atravesó el país, podíamos pensar que hubo un poco de tardanza y que los 
recursos se habían diferido y no llegaban. Sin embargo, cuando entendemos que el CODICEN no está aislado 
sino comprendido en lo que le ha pasado al país en su totalidad, que frente a esa situación se han formado 
Comisiones entre el CODICEN, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y las Comisiones de Fomento, 
y que hubo distintas modalidades de ejecución, comprendemos que todo esto ha contribuido para que esta 
tardanza nos dé pruebas de garantía a quienes hemos sido responsables de destinar estas partidas para la 
educación desde el Parlamento cuando votamos la transformación de la terminal de contenedores del puerto. 
Esto es consecuencia también de hechos que han pasado en el país y, como dijo el señor Diputado Amaro 
Cedrés, para quienes hemos votado la ley para la subasta de la terminal de contenedores y la ley de 
fortalecimiento del sistema financiero -a fin de que podamos tener un Banco República fuerte y vigente- y 
para quienes somos responsables de todas estas instancias tan difíciles para sacar al país adelante y de los 
recursos que se han otorgado, creo que esta instancia de la Comisión ha sido sumamente satisfactoria. 


Las preguntas de los compañeros nacían de la legítima ansiedad que genera lo que significa la educación para 
nuestros niños; creo que han tenido respuestas claras, que se han comprendido los tiempos y que ha sido muy 
importante conocer las modalidades de ejecución. Muchas veces, al no tener claras estas últimas, 
confundimos los trámites, las ejecuciones y los tiempos. 


Finalmente, quisiera saber qué criterio prima para seleccionar la modalidad de ejecución de obra. 


SEÑORA CAYÓN.- En el ámbito de la Comisión mixta, con representantes de ANEP y del Ministerio, 
se determinaron las modalidades de ejecución. Ese fue el primer trabajo que se abordó. Fue el 
Ministerio el que planteó el plan inicial donde, en función de la disponibilidad de mano de obra en 
cada departamento -fundamentalmente, el personal propio que tiene el Ministerio en las capitales 
departamentales-, se determinó qué obras serían encaradas por administración directa. Como 
residual, se aplicó la modalidad por convenio y por licitación 


Evidentemente, las obras de menor cuantía fueron las que se abordaron por Comisiones de Fomento, porque 
no podemos hacer una licitación en el entorno de $ 1:400.000 considerando sólo el apoyo de la Comisión de 
Fomento y el arquitecto residente. Las obras de menor cuantía, sobre todo en el medio rural, fueron 
abordadas a través de convenios con Comisiones de Fomento. Las obras en que por alguna circunstancia el 
Ministerio determinó que debían ser por contrato, son las que se está pactando que sean por licitación con 
empresas constructoras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿La Comisión de Fomento es la que determina la empresa y los operarios? 


SEÑORA CAYÓN.- No, el procedimiento de la Comisión de Fomento es el siguiente. 


Una vez firmado el convenio por las autoridades, responde a un monto y a unos recaudos elaborados por el 
arquitecto residente en el departamento que apoyó la Comisión departamental. Luego que está el dinero 
girado, de acuerdo con el TOCAF, se realiza el procedimiento de contratación que corresponde. Si el monto 
es inferior a $ 71.200, se hace una contratación directa, pidiendo tres precios por razones de buena 
administración. El arquitecto residente es el que evalúa los presupuestos y recomienda la adjudicación. Eso 
viene a Gerencia y, como ordenador secundario, yo ordeno el gasto. Si se trata de montos mayores, se sigue 
el procedimiento de licitación abreviada; eso es lo que ocurre en la gran mayoría de casos. Lo que establecen 
las normas legales es que por lo menos hay que pedir seis precios; se hace el comparativo de las ofertas, en la 
Gerencia de inversiones se realiza toda la evaluación técnica y económica de las ofertas y se adjudica. Luego, 
la Comisión de Fomento, con el apoyo del arquitecto residente, es la encargada de pagarle a la empresa los 
adelantos o anticipos de obras que se van pactando. En realidad, toda la parte técnica está a cargo del 
arquitecto residente, funcionario de ANEP, y cuenta con el apoyo administrativo en la gestión dado por la 
Gerencia y el Departamento de Convenios del Ministerio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


